Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 18:08). 
—Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente). 


«El señor Presidente del Senado remite oficio de la Junta Departamental de Artigas, 
conteniendo las palabras del Edil Gary Roberto Fraga sobre inseguridad pública, vertidas en sesión de 
la Junta de fecha 10 de setiembre de 2015 (Asunto 126751)». Fueron repartidas por correo electrónico 
a los señores Senadores. 


(Ingresan a sala el Ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi; el Director General de 
Secretaría, doctor Charles Carrera; el Director del Instituto Nacional de Rehabilitación, inspector 
principal retirado Luis Mendoza; la asesora del señor Ministro para asuntos penitenciarios, asistente 
social Rosario Burghi; y el Director de Unicom, procurador Fernando Gil; la Presidenta del directorio de 
ASSE, doctora Susana Muñiz; la Gerenta General de ASSE, doctora Marlene Sica; el Director de 
Relaciones Institucionales y Cooperación, señor José Luis Varela; y el adjunto a la Dirección de 
Relaciones Institucionales y Cooperación, señor Daniel González). 


—La Comisión tiene el agrado de recibir al Ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi; al 
Director General de Secretaría, doctor Charles Carrera; al Director del Instituto Nacional de 
Rehabilitación, inspector principal retirado Luis Mendoza; a la asesora del señor Ministro para asuntos 
penitenciarios, la asistente social Rosario Burghi; y al Director de Unicom, procurador Fernando Gil. Al 
mismo tiempo damos la bienvenida a la Presidenta del Directorio de ASSE, doctora Susana Muñiz; a la 
Gerenta General de ASSE, doctora Marlene Sica; al Director de Relaciones Institucionales y 
Cooperación, señor José Luis Varela; al adjunto a la Dirección de Relaciones Institucionales y 
Cooperación, señor Daniel González. 


Damos comienzo a la sesión cuyo motivo tiene que ver con el intercambio de información. 


Fue el Senador García quien sugirió la comparecencia conjunta de representantes del 
Ministerio del Interior y de ASSE —los miembros de la Comisión estuvimos de acuerdo— y esta fue la 
fecha que pudimos coordinar. 


SEÑOR GARCÍA.- Agradezco la presencia del señor Ministro del Interior, de la señora Presidenta de 
ASSE y de los equipos respectivos. 


El motivo de la convocatoria fueron los episodios que surgieron en distintos hospitales 
públicos, tanto de Montevideo como del interior, en los últimos meses. Algunos de ellos, con reiteración 
real y en forma muy importante, sucedieron en el mes de setiembre. Me refiero a tres episodios de fuga 
de personas privadas de libertad —en algunos casos eran reclusos y en otros, personas que fueron 
detenidas— mientras eran llevadas a un hospital. Eso configuró una situación de extrema reiteración y, 
al mismo tiempo, de gravedad, porque uno de los episodios, por ejemplo, terminó con un efectivo 
policial gravemente herido y en estado delicado. 


Es decir que operó una reiteración importante en el tiempo. En los últimos seis meses hubo 
siete casos solo de fugas, sin contar los intentos de fuga. En el momento en que un detenido era 
llevado al hospital Español para ser atendido allí, intentó fugarse. Fue un caso que por una situación 
fortuita no terminó en un episodio desgraciado como el que sucedió pocos días antes. Esto nos 
preocupa por el hecho de que, primero, todos los días en todo el país, en todos los hospitales, tanto en 
el interior como en Montevideo, se llevan personas detenidas para hacer una consulta médica o 
quirúrgica, o para ser revisados. Por ejemplo, tengo la información de que el viernes pasado —o sea, 
hace pocas horas— solo en el hospital Maciel había cinco personas privadas de libertad que habían 
sido llevadas para ser atendidas. Digo esto como ejemplo del volumen que puede significar esta 
circunstancia. Entonces, alarma la situación y motiva la convocatoria el hecho de que, antes que nada, 
estamos frente a episodios que son, por razones obvias, muy frecuentes en todo el país, pero en los 
últimos tiempos o en las últimas semanas han terminado en episodios graves. Reitero: en los últimos 
seis meses hubo siete fugas, por lo cual, prácticamente hubo una y fracción por mes, y en algún caso 
terminó con alguna situación grave que podría haber sido peor, pues podría haber culminado con la 
muerte del efectivo policial; de pura casualidad no fue así, y gracias a dios no ocurrió. 


Al mismo tiempo, todas las personas que están aquí conocen sobradamente lo que significa la 
comunidad de un hospital. En el caso del preso, obviamente, está la custodia policial que acompaña; 
pero en el caso del centro de salud están: el personal de salud que está atendiendo, el de servicio que 
está en el hospital, los pacientes que están en el hospital y los acompañantes de los pacientes que 
están allí. Es decir que hay mucha gente protagonista no buscada de episodios que pueden terminar 
con alguno de ellos sufriendo algún perjuicio, lesión o herida e, incluso, con la muerte en una situación 
de estas, porque si llega a haber disparos puede terminar en cualquier lugar. Entonces, nuestra 
voluntad era esta. Conocemos los protocolos y ahora vamos a charlar un poco de eso. Esta era la 
voluntad de la convocatoria. Esta es la primera vez que esta Comisión Especial de Seguridad Pública y 
Convivencia se reúne para tratar este tema concreto, y también es la primera vez que se forma en el 
Senado de la república; antes hemos tenido otra comparecencia del Ministro del Interior, pero tratando 
temas más generales. 


Hace unas horas me llevé una sorpresa porque me enteré de lo que iba a decir el Ministro 
dentro de un rato. Yo ya sé lo que va a decir el Ministro en esta Comisión porque hay un comunicado 
que está publicado en la página web del Ministerio del Interior, que se llama «Fuga de hospital», que lo 
voy a compartir con ustedes, en primer lugar, porque me parece que es una falta de respeto. Si alguno 
de ustedes tiene una computadora a mano lo pueden buscar, pero yo se los voy a mostrar acá. Y si no, 
si ustedes lo desean, se los voy a repartir; está aquí disponible. Considero que es una falta del respeto 
al Parlamento, al Senado de la república, que constituye una falta de seriedad, pues convocamos al 
señor Ministro para escucharlo y resulta que nos enteramos por una página web de lo que él va a decir. 
Voy a repartirlo y a leerlo para ahorrar tiempo. 


El artículo, que fue escrito hoy, 6 de octubre de 2015, tiene como título: «Fuga de hospital». Si 
bien está en singular, después habla en plural; además, está muy mal redactado. Y el artículo dice lo 
siguiente: «A pesar de la exposición mediática que han tenido, la fuga de privados de libertad de los 
centros de atención hospitalaria representan un mínimo histórico según los datos relativos a los meses 
de enero a setiembre de este año. 


Sin negar que algunos de los casos tuvo ribetes de alta peligrosidad con policías heridos 
de gravedad- los casos no superan la decena en un universo de casi 7.500 traslados y más de medio 
millar de internaciones de personas privadas de libertad en los centros hospitalarios del sistema de 
salud de todo el país». 


Y escuchen la frase que sigue: «En su visita a la Comisión de Seguridad y Convivencia de la 
Cámara de Senadores, el Ministro Bonomi realizó un detallado informe que aportó luz —con cifras 
contundentes-» —vamos a ver si agrega luz y si las cifras son contundentes— «de una realidad 
sobredimensionada por hechos puntuales que prendieron luces de alarma a una situación cuyos datos 
fríos marcan otra realidad. 


Con el Hospital Penitenciario en plena fase de construcción y el anuncio del pase de todos los 
centros de privación de libertad a la órbita del INR, Bonomi inició su exposición» —lo que vamos a 


escuchar seguramente dentro de unos minutos— «ante los Senadores miembros de la Comisión. Antes 
de brindar datos específicos relativos a las fugas en ocasiones de custodia de PPL que recibían 
servicios prestados por ASSE, informó a los Legisladores sobre los protocolos de actuación y su 
regulación. 


Entre esos protocolos —acordados por consenso con funcionarios y autoridades de la salud— 
destacó las órdenes de servicio que regularon aspectos como la permanencia en la sala; visita de los 
familiares; horarios del servicio, regulación de los turnos y forma de relevos; equipamiento policial a 
utilizar, así como útiles de aseo y alimentación que puede portar el funcionario policial. Regulación de a 
quién debe comunicarse una emergencia por parte del custodia, estableciendo una supervisión 
permanente por parte del Cuerpo de Seguridad Penitenciario. 


También refirió» —lo vamos a escuchar dentro de un rato- «al uso de esposas y grilletes, 
elementos de seguridad regulados para un uso progresivo de los mismos, siendo las esposas el 
elemento de seguridad primario dejando los grilletes para aquellos casos que razones de seguridad lo 
justifiquen. 


En el caso del traslado y custodia de PPL's embarazadas o con hijos a cargo, no se utilizarán 
medidas de sujeción en el vehículo de traslado, salvo que tras la evaluación por la autoridad resulte un 
grado de peligrosidad que amerite el uso de esposas» -—a continuación hay un giro gramatical 
particular, porque se hace un entrecomillado de las palabras del Ministro que todavía no pronunció— 
«“las que se colocarán con las manos hacia adelante”, informó Bonomi. 


Fugas producidas en 2015. 


Al tiempo de entrar en el detalle de los casos producidos en lo que va de este año 2015, 
Bonomi reseñó uno por uno los 7 casos producidos:» —aclaro que lo que voy a leer surge de la 
redacción y no está en orden cronológico— 


«1) 12/09/2015 - Hospital de Clínicas Piso 10% Sala 01 - PPL de Unidad N* 3 

2) 11/07/2015 - Hospital Maciel Sala Argerich Cama 9 - PPL de Unidad N*3 

3) 27/06/2015 - Hospital de Clínicas Piso 10% Sala 1 Cama 12 - PPL de Unidad N* 4 
4) 27/0512015 - Hospital Maciel Piso 1% Sala de Quimioterapia - PPL de Unidad N* 4 
5) 21/03/2015 - Hospital de Rocha - PPL de Unidad N* 22 

6) 12/09/2015 - Hospital de Paysandú Sala N* 13 Urología - PPL de Unidad N* 16 
7) 27/05/2015- Hospital de Maldonado - PPL de Unidad N* 13». 


Acá no figura lo del Hospital Español que fue un intento de fuga; supongo que se debe haber 
calificado así. Acá solo se hace referencia a las fugas. 


Por último, se expresa en el comunicado: «A pesar de las situaciones descritas —producidas 
por errores humanos en la aplicación de los protocolos de seguridad dispuestos— los resultados 
globales son altamente positivos. Las fugas operadas representan un 0,08% del universo total de 
traslados realizados (7.452), de los cuales se produjeron 578 internaciones y las 7 fugas reseñadas 
(ver tabla)»; se refiere a la tabla que leí recién. 


«Además, cabe consignar que en todos los casos fueron recapturados antes de producirse las 
24 horas de su fuga. 


Montevideo, 6 de octubre de 2015 
Unicom - unicomOminterior.gub.uy». 


Alos efectos de ahorrar tiempo, dejo el material a Secretaría. Hay dos formas de encontrarlo: 
en la página web o googleandolo. 


En lo personal, conociendo este informe, quisiera hacer algunas preguntas. 


Me quiero referir a estos casos, por la gravedad que tienen —como decíamos-— y por lo que 
significaron en un caso para un policía y lo que pueden representar en otras situaciones. 


En la Ley de Procedimiento Policial, concretamente en el capítulo IV, sección IV, artículos 78 a 
86, se regula todo lo relativo a las personas privadas de libertad que son trasladadas a centros 
hospitalarios. Si uno lee los artículos, verá que figura taxativamente todo el procedimiento. Ahora bien; 
si uno se remite a los protocolos —tengo en mi poder el protocolo del hospital Maciel- notará que 
existen contradicciones entre los dos. Quienes participamos en algún momento de los equipos de salud 
sabemos que los médicos y el personal de salud en general —-más allá de que el desconocimiento de la 
norma en ningún caso signifique no atenerse a ella—, actúan de acuerdo a los protocolos hospitalarios, 
a lo que es el día a día. En estos casos he encontrado algunas contradicciones, por ejemplo, en lo que 
hace a la situación del personal policial —que es el centro de este tema-— y su arma de reglamento, es 
decir, en cuanto a qué se debe hacer con el arma. El artículo 81 de la Ley de Procedimiento Policial 
establece que el personal no podrá desarmarse y deberá en todo momento cuidar que el armamento 
no quede al alcance del detenido. En el protocolo de atención a los pacientes privados de libertad en la 
emergencia del hospital Maciel, con relación a la permanencia en el sector de emergencia se establece 
que si el paciente requiere aislamiento, se asistirá en los boxes destinados a este fin, con custodia a 
cargo dentro del box sin arma reglamentaria y con el equipo de protección necesario. Concretamente, 
la pregunta es: ¿cómo se procede —en virtud de que estamos frente a uno de los temas más 
importantes como es la existencia del arma— cuando una ley establece que el personal policial no se 
debe desarmar y el protocolo del hospital establece que el personal que se encuentra dentro del box 
de aislamiento debe estar sin el arma? 


Con respecto a la cantidad de personal en custodia de la persona privada de libertad, el 
artículo 79 de la Ley de Procedimiento Policial determina que cuando el equipo de custodia se integra 
por dos funcionarios —lo dice en condicional—, uno deberá permanecer constantemente en contacto con 
los custodiados y, el otro, fuera del recinto. Entonces, ¿cómo se establece la cantidad de efectivos que 
acompañan al recluso privado de libertad: en virtud de la disponibilidad de efectivos o de la 
peligrosidad del recluso? 


A su vez, ¿cómo se hacen las coordinaciones? Según sabemos —los equipos invitados tanto 
del Ministerio del Interior como de ASSE lo confirmarán—, en el caso del Hospital Español hubo alguna 
tardanza en la atención, lo que significó que la persona fuera trasladada con un tiempo importante de 
antelación. Aquí da la impresión de que pudo haber fallado la coordinación, en el sentido de tener a la 
persona privada de libertad el menor tiempo posible en el centro de salud para minimizar las 
posibilidades de que se diera este tipo de circunstancia que en algún momento dio lugar a que hubiera 
un intento de fuga. En definitiva, quisiera saber cómo se coordinan estas cosas en Montevideo y en el 
interior, al tiempo que pregunto a la Presidenta de ASSE si hay un protocolo único de actuación en los 
centros de salud o si hay más de uno, con diferencias entre ellos. 


Por otra parte, con la intención de achicar al máximo posible la eventualidad de que existan 
riesgos para el personal, tanto policial como de la salud, así como para los pacientes y para los 
acompañantes, quisiera saber qué es lo que se está previendo, en virtud de que estos episodios 
claramente muestran que algo falló, que más allá de la existencia de los protocolos y de la Ley de 
Procedimiento Policial, algo hizo que en los últimos seis meses —según se informa aquí- haya habido 
siete casos de personas fugadas. En síntesis, pregunto si en virtud de esta realidad se están tomando 
medidas para evitar la reiteración de circunstancias de esta naturaleza —-o para minimizar las 


posibilidades de que se reiteren—, y para custodiar la integridad física de quienes están alrededor del 
traslado de un paciente y en un centro de salud. 


SEÑOR BONOMI.- Señora Presidenta: ante todo quiero decir que desconocía totalmente lo que acaba 
de leer el señor Senador. Por lo tanto, no sé si voy a repetir lo que leyó o voy a decir otra cosa; tal vez 
algo coincida, porque hoy de tarde nos reunimos con el equipo de ASSE, justamente, para coordinar, y 
algo de lo que mencionó el señor Senador refiere al objeto de la convocatoria. 


El sistema penitenciario uruguayo está en permanente perfeccionamiento y solo nos falta el 
pasaje de una cárcel al INR, es decir, de la policía a manos civiles. Me refiero a la cárcel de Florida; 
todas las demás están en la órbita del INR. Tal como hemos dicho otras veces, con ese objetivo se ha 
venido trabajando, sobre la base de la incorporación de operadores penitenciarios civiles que trabajan 
con las personas privadas de libertad dentro de los establecimientos. Ahora bien; los traslados los 
siguen haciendo funcionarios policiales, con una brigada de traslados. Después voy a dar la palabra al 
inspector Mendoza, pero me adelanto a decir que hay protocolos elaborados por la policía dentro del 
INR que pautan el accionar de la policía. A su vez, tal como acaba de leer el señor Senador García, 
hay protocolos que son elaborados por enfermeros del hospital en cuestión, por lo que no tienen la 
coherencia que pueden tener los elaborados por la policía. Es decir que pueden entrar en contradicción 
con el protocolo de la policía y con el que elaboren otros enfermeros en otro hospital. La policía se guía 
por el protocolo policial y no puede entrar en contradicción con la Ley de Procedimiento Policial. Si el 
protocolo elaborado por enfermeros entra en contradicción, la policía salvo orden superior, que 
se tendrá que considerar en cada caso— debe guiarse por el protocolo policial. 


A nosotros nos interesaba valorar el alcance del problema porque, tal como mencionó el 
señor Senador, desde enero a setiembre hubo 7.452 traslados y 578 internaciones, lo que hace un total 
de 8030, y las fugas fueron 7. El porcentaje de fugas en esa relación de traslados e internaciones es de 
0,087%; y las fugas con relación a las internaciones representan un 1,2%. Reitero, uno es 0,087% y el 
otro, 1,2%. Debo señalar que algunas de esas fugas duraron minutos y una de ellas una hora y media, 
pero ninguna de ellas superó las veinte horas. 


Es de hacer notar que algunos de ellos fueron recapturados inmediatamente. En este sentido, 
en la fuga que se produjo en el Hospital de Clínicas, una policía que estaba en la puerta notó algo raro 
y vio que alguien subía a un taxi. Le tomó la matrícula y la informó a la mesa de operaciones. Luego, 
mientras el taxista realizaba el traslado, lo detuvieron. Es decir que ninguno llegó a fugarse en forma 
permanente. En Paysandú, por ejemplo, uno se fugó, se metió en una volqueta, pero lo detuvieron 
inmediatamente. Son siete los casos. 


Sabemos que muchas veces las cosas son demasiadas si las comparamos con otros 
momentos. Pero quisimos comparar y no pudimos, porque recién a partir de 2005 empezó a haber 
registro de estos hechos. Tenemos claro que esta situación, comparada con la de otros momentos, es 
sensiblemente más baja y no es algo que genere alarma. De hecho, la alarma puede generarse si, en 
lugar de destacar que la policía femenina intervino inmediatamente en el caso y lo resolvió, se destaca 
la fuga y no se compara con el total de traslados e internaciones. 


De todas maneras, aunque sea una y no siete, la situación nos preocupa porque genera un 
problema con quienes trabajan en el hospital del que se fugan. Algunos ni se enteran y otros son 
rehenes de la situación, lo que los ha llevado a escribir un protocolo. Reitero que todo eso nos 
preocupa y por tal motivo hemos estado buscando cómo mejorar esta situación. No sé si corresponde 
que lo diga yo o que lo plantee la señora Presidenta de ASSE, pero estamos considerando en 
Montevideo solo dos hospitales —Pasteur y Maciel- para trasladar personas privadas de libertad y 
establecer una forma de trabajo con un aumento de la vigilancia externa —aun con cámaras de 
videovigilancia— y que la persona que tiene que recibir tratamiento tenga tobilleras de identificación 
como en los casos de violencia doméstica. Pensamos que eso va a dar mucha más seguridad. 


Como nos han realizado preguntas con relación al protocolo, solicito a la señora Presidenta 
que autorice al inspector Mendoza a hacer uso de la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor inspector Mendoza. 


SEÑOR MENDOZA.- La primera pregunta que nos realizaron, desde el punto de vista profesional, 
tiene que ver con el protocolo del Hospital Maciel. Ese protocolo fue realizado por los funcionarios de 
esa institución. 


La primera reunión que tuve con ellos fue en el Ministerio del Interior. En ese momento ellos 
no conocían la existencia de este librito que es la Ley de Procedimiento Policial. Por tanto, hicieron ese 
protocolo de acuerdo con su práctica y con su entender sin tener conocimiento, reitero, de esa ley. 
Después hubo más reuniones. Hay una comunicación permanente entre el doctor Villar, que es el 
director, y yo; hablamos sobre cualquier problema. Pero quienes elaboraron esto son funcionarios del 
sindicato, lo hicieron de acuerdo con su práctica y cometieron varios errores porque no tenían 
conocimiento. El señor Fernando Gil les entregó el librito en la reunión y ellos no sabían que existía 
esta ley. De manera que esos errores están enmendados y hoy estamos trabajando bien en el Hospital 
Maciel. 


En cuanto a los protocolos, tenemos varios. Está, por ejemplo, el plan permanente de 
Operaciones, que tiene mi visto bueno pero es elaborado por el subdirector nacional operativo. Y ese 
texto dice que las referencias son la ley Orgánica Policial y la ley de Procedimiento Policial. Es decir 
que está basado en nuestra ley y principalmente en esta última ley. Allí, como bien dijo el señor 
Senador, están detallados todos los pasos que tenemos que dar. 


También se nos preguntó cuántos efectivos lleva cada persona privada de libertad cuando va 
internada. Como bien se dijo, el artículo 79 de la ley de Procedimiento Policial dice: «En el caso de que 
participen dos policías en la custodia», es decir que no obliga. Pero para cada interno que va, el 
subdirector de seguridad de cada cárcel hace un estudio, de acuerdo con la persona que es. De 
manera que pueden participar dos, tres o cuatro policías. Si es un narco conocido o una persona que 
sabemos que es peligrosa, van tres o cuatro y además se pide apoyo a Jefatura y se manda gente de 
particular. Pero también hay casos en que se manda un solo policía, por ejemplo: si se trata de una 
persona que está en una chacra, cuya progresividad en el sistema fue grande y que ya ha probado que 
no se va a escapar, porque todos los días sale con transitoria. 


Insisto: en varias reuniones que tuvimos con el gremio, a veces no entendían, y ellos cometen 
errores por desconocimiento. Se ha hablado de policías desarmados. Antiguamente, cuando yo era 
más joven, había una puja siempre en los hospitales para que el policía no entrara armado y a veces 
los médicos se enojaban cuando se esposaba al recluso. Hoy eso ha cambiado, pero porque hay 
reuniones y hay una relación telefónica muy fluida con los directores. Nosotros les explicamos cómo es 
el tema y cuando hay un error, ellos nos llaman. Pero reitero: hay un protocolo y la cantidad de 
personas se asigna de acuerdo con la peligrosidad del recluso. 


SEÑOR MINISTRO..- En definitiva, el protocolo está; el problema es si se cumple o no, y en muchos 
casos ha habido incumplimientos que produjeron el resultado de la fuga. 


Creo que ahora podría ampliar el tema la señora Presidenta de ASSE. 


SEÑORA MUÑIZ.- Agradezco muchísimo la convocatoria a esta Comisión. Realmente, es un tema que 
no solo nos preocupa, sino que nos ocupa, tanto por la seguridad de nuestro personal como de los 
otros usuarios. A su vez, hay una puja de tensiones entre brindar atención a la salud de las personas 
privadas de libertad y preservar los derechos y la seguridad de funcionarios y de usuarios. Es así que, 
en este contexto, la primera cuestión a señalar es que la primera medida de seguridad que nos hemos 
planteado es, justamente, asegurar la accesibilidad a los servicios de salud a la población carcelaria 
pero, dentro de lo posible, en sus lugares de reclusión, tratando de evitar traslados que muchas veces 
son innecesarios. 


El primer aspecto a resaltar es el trabajo que continúa en el tiempo y en él se vienen 
incrementando o modificando acciones. 


Queremos hacer mención al hecho de que el 1? de marzo de 2005 el Presidente Tabaré 
Vázquez declaró el estado de emergencia humanitaria en todas las unidades penitenciarias del país. 
Con esa declaración el Poder Ejecutivo reconoció la gravedad del problema y puso en práctica una 
serie de medidas de urgencia para superar esa crisis. Para la reforma del sistema carcelario se 
definieron tres fases y dentro de la primera se priorizó el mejoramiento y fortalecimiento de la atención 
sanitaria de las personas privadas de libertad. Para ello se contrató personal médico, se incrementó el 
rubro medicamentos y se construyó la policlínica del Comcar, entre otras acciones institucionales. Por 
otro lado, de forma concomitante, se trabajó con la Secretaría Nacional de Drogas y la Junta Nacional 
de Drogas en la red de humanización con un equipo intersectorial e interministerial y se avanzó en 
intervenciones conjuntas, así como en la implementación de acciones en el programa prioritario de 
infecciones de transmisión sexual de la Dirección General de Salud del Ministerio de Salud Pública, 
mediante intervenciones y diagnósticos de situación de salud de la población privada de libertad. 


En el año 2008, en acuerdo con los Ministerios de Salud Pública y del Interior se determinó 
que se iba a implementar en forma gradual y progresiva la atención a la salud de las personas privadas 
de libertad por parte de ASSE, dependiente del Ministerio de Salud Pública en aquel entonces. Es así 
que se inició un programa piloto en el complejo carcelario Santiago Vázquez a cargo de un equipo 
asistencial de ASSE que cubría la guardia médica del establecimiento. En agosto de 2008 y dentro del 
acuerdo entre los Ministerios mencionados —que determina la atención de salud a estas personas 
privadas de libertad- se estableció el compromiso de ASSE para el uso adecuado de los recursos 
humanos profesionales, tecnológicos y organizativos para el mejor cuidado de los pacientes. Desde 
octubre de 2008 existe un servicio a cargo de un equipo asistencial de ASSE que cubre la guardia 
médica del Comcar. En aquel entonces lograba una cobertura de aproximadamente el 30% de las 
consultas. 


Como objetivo, en aquel momento el programa planteó ofrecer a los usuarios mejores 
resultados en la práctica diaria para generar un servicio accesible que apuntara más a la prevención y 
promoción de la salud que a la enfermedad y a su tratamiento. Para ello se implementaron diferentes 
áreas de trabajo buscando cumplir con el nuevo modelo de asistencia en la salud. En un inicio dichas 
áreas serían el primer nivel de atención en cuanto a medicina general, salud mental y salud bucal. Ese 
programa en un inicio funcionó gracias a un soporte de recursos humanos y a la estructura aportada 
por el centro hospitalario del norte Gustavo Saint Bois. Allí el programa funcionó en conjunto con la 
mayoría de los departamentos del hospital, con compras, proveeduría, mantenimiento, informática, 
laboratorio, farmacia, anatomía patológica, bacteriología, radiología, centro de materiales y, en algunas 
ocasiones, se incluía el servicio de limpieza. 


En el año 2009 se creó el programa de sistema de atención integral a las personas privadas 
de libertad con la misión de que fuera el servicio que brindara a estas personas, usuarias de ASSE, las 
necesarias acciones de promoción, prevención, asistencia y rehabilitación para la atención en salud. 
Se buscaba ofrecer un servicio de excelencia que garantizara a esas personas privadas de libertad una 
atención integral a la salud de calidad adecuada en un entorno de respeto a sus derechos humanos, 
que contribuyera a su reinserción social en las mejores condiciones posibles. ASSE proporcionó los 
recursos humanos necesarios para esas tareas de prevención, promoción y atención a la salud de la 
población reclusa y asumió la responsabilidad de ejecutar el programa integral de atención. 


En general, la población privada de libertad es muy joven, pertenece a los sectores sociales 
más desprotegidos y eso nos exige enormes desafíos para abordar en forma creativa, específica y con 
evidencia científica estrategias para una mejor atención a la salud integral. Eso incluye estrategias de 
intervención, formación en salud y prevención de enfermedades recurrentes en estos ámbitos, 
orientadas a personas privadas de libertad para una llegada más eficaz. 


En julio de 2010 se inauguró el primer centro de reclusión para madres con hijos, en el centro 
de salud de Paso Molino. Luego, en diciembre de ese mismo año se instaló a cincuenta pacientes en el 
servicio de Punta de Rieles, número que se ha ido incrementando. Inclusive, en diciembre del año 
pasado se inauguró la policlínica Arturo Dubra en el Penal de Libertad, en lo que en otras épocas fue 
«la isla». 


En la actualidad el Sistema de Atención Integral de Personas Privadas de Libertad —lo que 
nosotros llamamos SAI-PPL- atiende a seis mil reclusos  —lo que constituye el 60% de la población 
carcelaria de todo el país—, distribuidos en seis establecimientos: Punta de Rieles, Libertad, Comcar, 
CNR, «El Molino» y la cárcel de Cerro Carancho en el departamento de Rivera. Esa unidad ejecutora 
cuenta con 201 funcionarios; básicamente, las prestaciones brindadas a las personas privadas de 
libertad son emergencia y primer nivel de atención. En este sentido queremos destacar la asistencia 
odontológica, salud mental individual y en grupos, y el seguimiento de pacientes crónicos. Debemos 
recordar que buena parte de esta población carcelaria tiene determinadas infecciones, en particular, 
infecciones por BK —tuberculosis—, y que casi el 90% de los reclusos cuenta con una historia clínica al 
día y en forma electrónica. 


El presupuesto ejecutado a la fecha asciende a $ 26:377.154 desglosados de la siguiente 
manera: $ 4:511.000 en medicamentos, $ 1:185.000 en material médico quirúrgico, $ 
3:000.000 en estudios paraclínicos, $ 5:542.000 en traslados en ambulancia y $ 291.000 en reactivos 
de laboratorio. En materia de infraestructura, la inversión en oficinas prefabricadas, muro perimetral y 
red informática asciende a $ 4:500.000. Próximamente estaremos entregando tres vehículos utilitarios 
O km para la renovación parcial de la flota. Tenemos planificadas obras de ampliación de la farmacia y 
la proveeduría, sujetas a su aprobación inmediata, por un valor de $ 1:600.000. 


En cuanto a las modalidades de atención, en todos los centros dependientes del Sistema de 
Atención Integral de Personas Privadas de Libertad, los principales ejes son la prevención y promoción 
de salud general, salud bucal y salud mental, en cuanto a patologías y adicción. En el primer nivel de 
atención, en el área de medicina general, en todos los centros se instrumentaron horarios de 
policlínicas y se intentó definir equipos de médico y enfermeros estables, que permita conocer a los 
pacientes y realizar un seguimiento tanto de patología, como de educación en salud, priorizando el 
acercamiento del equipo hacia el paciente y sin depender de la demanda insatisfecha. Dentro de cada 
módulo también hay policlínicas que atienden con una frecuencia de dos veces por semana cada una. 
Lo que se pretende con ellas es que la totalidad de la población tenga una valoración general, que se 
determinen factores de riesgo, se diagnostiquen patologías y se indique su tratamiento precoz. 
Justamente, como parte de la planificación se plantea, por un lado, realizar la historia clínica en formato 
digital para contar con información rápida y disponible en los distintos centros del país y, por otro, que 
cada recluso que ingrese al centro sea valorado por un médico y paraclínica a las 48 horas. Esta 
modalidad ya empezó a instrumentarse desde diciembre de 2009. En todos los centros se estableció 
una línea de ingresos, siendo el último —por sus características, cantidad y posibilidades 
administrativas—- el Comcar. Allí, luego del ingreso al centro se realiza una historia clínica inicial 
completa que incluye: valoración médica, examen odontológico, exámenes paraclínicos, 
particularmente, VIH, VDRL, hepatitis B y baciloscopía si correspondiere; además, se incluye la 
valoración psicológica y social de cada recluso. 


Asimismo, considero importante señalar que desde setiembre de 2009 se conformó la 
dirección de la unidad ejecutora SAI-PPL, junto con un equipo multidisciplinario integrado por médico, 
auxiliar de enfermería, psicólogo, operador socioterapéutico en drogas y administradores de recursos 
humanos y materiales para la puesta en marcha del programa. 


Desde octubre de 2009 se realizaron distintos llamados para cubrir cargos en los servicios de 
policlínica, salas de internación, observación y emergencia, tanto en el Comcar como en otros centros. 
Se fueron cubriendo vacantes de enfermería, medicina, auxiliares de registros médicos, de farmacia, 
de servicios administrativos e inclusive choferes. Se realizaron varios llamados —tal vez no valga la 
pena especificarlos— como, por ejemplo, el de una química farmacéutica responsable ante el Ministerio 
de Salud Pública de mantener las condiciones adecuadas de almacenamiento de los medicamentos, 
garantizar su calidad así como también su dispensación y seguridad. 


Obviamente, eso tiene que ver con que a lo largo de estos años se realizaron diferentes 
capacitaciones permanentes con especial énfasis en el abordaje del consumo problemático de drogas. 
Se llevaron a cabo charlas con el programa de VIH y de conserjería para orientación y capacitación del 
personal en relación con el tema. Se definió personal para concurrir al curso de vacunadores dictados 
por la Comisión Honoraria para la Lucha Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes, así como 
también la concurrencia a congresos de salud en cárceles internacionales organizados por la Cruz 
Roja Internacional. 


En cuanto a las inversiones, recuerdo a los Senadores que esta unidad ejecutora se creó en 
mitad de un período, por lo que no contaba con un presupuesto propio. Si bien los recursos con los que 
contó al inicio fueron limitados, lo cierto es que se han ido incrementando. Al comienzo, se gestionaron 
a través del Centro Hospitalario del Norte, Guillermo Saint Bois. Inicialmente, se remodeló un espacio 
en el edificio para ubicar a la dirección del programa, se logró definir un lugar físico para las policlínicas 
de cada módulo, se gestionaron los materiales sanitarios y eléctricos para el equipamiento, se crearon 
consultorios con entradas independientes para el mejor aprovechamiento del espacio y se remodeló el 
sector de internación con la mejora de los baños y ducheros. En el hogar maternal de Paso Molino se 
adaptaron dos habitaciones para consultorio y sector administrativo. Esas mejoras se lograron con la 
colaboración y el trabajo conjunto del personal de mantenimiento del centro hospitalario y del personal 
asignado a dicho centro. En Punta de Rieles se logró definir algunos espacios como la enfermería de 
emergencia, el cuarto para personal, el depósito y el consultorio odontológico, además de áreas de 
policlínicas en los distintos módulos para disponer en ellas de un equipo de primer nivel. 


En cuanto al primer nivel de atención, uno de los programas que consideramos 
fundamentales es el de la salud bucal, cuyo objetivo fue poner en funcionamiento un programa 
preventivo asistencial siguiendo los criterios definidos dentro del Sistema Nacional Integrado de Salud 
con un fuerte contenido en la promoción y prevención de la salud bucal. Es decir, la dirección de 
medidas de promoción y prevención a toda la población objetivo en atención, especialmente, de los 
aspectos relativos a la dieta, la higiene bucal, el uso de sustancias adictivas —incluyendo el tabaco-, la 
atención de las urgencias en todos los pacientes, la preservación y reposición de las piezas del sector 
comprendido entre los segundos premolares y la asistencia a grupos de población con riesgo médico 
que se puedan ver afectados por las patologías bucales. Todos los pacientes deberán contar con la 
información de la historia clínica de ASSE. 


Otro de los programas prioritarios es el del área de salud mental, que estuvo enfocado en 
dos ejes principales. Uno de ellos es la determinación de la patología del paciente a través de un 
correcto diagnóstico y, el otro, un seguimiento continuo. 


Hoy en día, los centros de reclusión no cuentan con espacios de escucha en los que se 
puedan canalizar las angustias y ansiedades vinculadas al funcionamiento mental antes mencionado, 
así como tampoco las generadas por la privación de libertad. 


El otro eje es el de las adicciones, donde se plantean acciones de diagnóstico, tratamiento y 
también de educación y prevención. Se focaliza, a su vez, en propiciar y promover la participación de 
espacios que apunten a la rehabilitación desde lo recreativo, laboral y educativo, como forma de 
adquirir nuevas herramientas a la hora de reinsertarse en la sociedad. Y se trata de contribuir a 
disminuir los tiempos de ocio, dado que muchas veces estos aumentan los niveles de angustia y 
agresividad. 


En cuanto al marco, sin lugar a dudas, una vez que una persona es detenida corresponde a 
las autoridades penitenciarias en general, pero al personal de salud en particular, velar por la garantía 
del derecho a la salud. La persona privada de libertad sigue siendo titular de derechos y la pena de 
prisión no debe ser agravada con penas adicionales. 


Me parece importante señalar que la Ley N* 18.211, en su artículo 49, establece que son 
usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud todas las personas que residan en el territorio 
nacional, y el artículo 51 establece los derechos de los usuarios. Estas normas rigen, obviamente, 
también para las personas privadas de libertad, sin perjuicio de que las mismas deberán ser 
naturalmente compatibilizadas con la situación de hecho que supone la reclusión. 


De acuerdo con los informes que tenemos del Ministerio de Salud Pública, las personas 
privadas de libertad pueden ser vistas y asistidas por médicos particulares y/o mutualistas, según lo 
autoriza la Ley N* 14.970, en coordinación con las autoridades y médicos del servicio. Ahora bien; lo 
cierto es que en cárceles departamentales —esto es para aclarar un poquito que también todos los 
servicios de salud, en realidad, podrían recibir pacientes que son personas privadas de libertad— el 
servicio es dispar: ninguna cuenta con médicos —salvo Rivera- especialmente asignados para la 
atención de los detenidos, sino que generalmente es el médico de sanidad policial el que realiza las 


policlínicas en las cárceles y derivan a los hospitales públicos de cada departamento con los servicios 
que ellos puedan brindar. En algún caso, como el de la cárcel de Canelones, se cuenta con guardia de 
enfermeros y médicos propios de cárceles. La medicación es suministrada por ASSE. En CNR se 
cuenta con un servicio de enfermería y médico propio, pero son asistidos en los servicios de ASSE. En 
cuanto a la Dirección Nacional de Cárceles, penitenciarias y centros de reclusiones, se cuenta con un 
servicio de sanidad penitenciaria, donde se realiza una asistencia de urgencia, atención primaria y 
policlínica. En el Comcar, desde octubre del año 2008 se comenzó con el plan piloto —como decíamos 
hoy-— para la atención de la salud, que pasó a ser un servicio bajo la administración de ASSE. Los 
medicamentos e insumos los suministra la Dirección Nacional de Cárceles. En los demás 
establecimientos de la Dirección Nacional de Cárceles, los servicios se adecuan a los mismos. Todo 
nivel de asistencia que implique un segundo o tercer nivel requiere el traslado —obviamente— a 
hospitales de ASSE, o a la sala penitenciaria de ASSE, ubicada en el hospital Saint Bois, o 
instituciones privadas, si así correspondiera al paciente. 


En cuanto a los estándares, es importante consagrar el precepto emanado de los estándares 
internacionales en relación a los derechos humanos, estableciendo que la atención sanitaria de las 
personas presas debe ser equivalente al servicio brindado en la comunidad. Este principio de 
equivalencia es fundamental de forma de promover los derechos humanos y buenas prácticas 
sanitarias en las cárceles, y se fundamenta en las directrices internacionales sobre salud en el medio 
penitenciario y los derechos de las personas privadas de libertad. 


Hay un aspecto que me parece importante señalar: debemos tener presente que la inmensa 
mayoría de las personas recluidas se reintegra a la vida de la comunidad al finalizar la pena, al ser 
liberados. Por consiguiente, cualquier enfermedad contraída en prisión, o deterioro del estado de salud 
por las condiciones del encierro, cobra especial relevancia al momento de la liberación. Esto refuerza la 
crucial relación entre salud penitenciaria y salud pública. Mejorar la situación sanitaria de las personas 
presas y reducir la prevalencia de enfermedades en los establecimientos penitenciarios redunda no 
solamente en un beneficio para las personas privadas de libertad, sino también para sus familias y la 
sociedad en su conjunto. 


Por lo tanto, decimos que la situación de salud en las cárceles es, sin lugar a dudas, un 
problema de salud pública. La mayoría de las personas recluidas regresan a la comunidad y, por lo 
tanto, su situación de salud repercute en su vida familiar y social. 


Es fundamental promover y fortalecer la coordinación, la colaboración y la integración entre 
todos los interesados directos, incluidos los Ministerios de Salud Pública y del Interior, así como los 
centros penitenciarios y los prestadores de los servicios de salud. 


Es importante además asegurar la continuidad de la atención, dificultad que a veces tenemos 
cuando estas personas son liberadas. Con el fin de garantizar que no se pierdan los beneficios del 
tratamiento —como en el caso del tratamiento antirretroviral, el antituberculoso o el de la hepatitis viral— 
iniciado antes de la reclusión, a lo largo de esta o para prevenir la aparición de resistencia a la 
medicación, debe preverse lo necesario para que las personas puedan continuar con estos 
tratamientos sin interrupción en todas las etapas de su reclusión, durante la detención o la prisión 
preventiva, en la cárcel, durante los traslados y después de la puesta en libertad. Además, las 
personas privadas de libertad deben tener acceso a tratamiento médico y a medidas preventivas, sin 
discriminación a causa de su situación jurídica. Del mismo modo, el personal sanitario y penitenciario 
ha de trabajar en un lugar seguro y tiene derecho a la debida protección y a los servicios de salud 
ocupacional adecuados. 


La promoción y protección de salud de las personas privadas de libertad no debe limitarse a 
diagnosticar y a tratar enfermedades a medida que van presentándose. Justamente, se debe financiar 
debidamente y reformar la atención sanitaria de los lugares de reclusión. Los presupuestos para la 
atención sanitaria en las cárceles deben reflejar esas necesidades relativamente mayores en la 
población reclusa y la atención de la salud en esos lugares debe ser reconocida como parte integral del 
sector de salud pública. No puede limitarse a la atención médica, sino que hay que hacer especial 
hincapié en la detección y en el tratamiento temprano de las enfermedades, en la promoción de la 
salud y en la prevención de enfermedades. 


Por otro lado, es importante señalar que el personal sanitario calificado debe tener 
autonomía suficiente para decidir el tratamiento que necesitan sus pacientes, inclusive el traslado a los 
servicios de salud públicos. Atender las necesidades de salud de las personas recluidas contribuirá a 
su rehabilitación y a su reintegración en la comunidad. 


Voy a mencionar algunos casos concretos por los que fuimos convocados. Más allá de estos 
aspectos, quisiéramos señalar algunos elementos que me parecen importantes. 


Con relación a la región sur o al área metropolitana, el promedio de pacientes privados de 
libertad que concurren diariamente a nuestros servicios es de tres. Los hospitales que reciben más 
pacientes son el Pasteur, el Maciel, el Español y el de Canelones. Recién señalaba el Ministro del 
Interior que estamos reviendo esos aspectos y pensando justamente en que solo dos hospitales sean 
los de referencia. Por su parte, el Hospital Saint- Bois también cuenta con un pabellón de doce camas 
y cuatro habitaciones semiprivadas con dos camas cada una, para pacientes privados de libertad. 


En cuanto a la fuga en el hospital Vilardebó, debo decir que no participó personal policial. 
Quiero señalarlo especialmente porque en ese caso no había personal policial, ya que en realidad la 
custodia estaba a cargo de la llamada guardia blanca del hospital Vilardebó. El 22 de febrero se 
constató una fuga de 9 pacientes de la sala 11 y el 14 de mayo se fugaron otros dos pacientes de esa 
misma sala. Ante dichos eventos, además de la correspondiente denuncia policial, se adoptaron 
diversas medidas de seguridad que ahora vamos a señalar, entre las cuales destacamos la 
incorporación de portones eléctricos y la contratación del servicio 222. Asimismo, se revisaron los 
protocolos de seguridad, los cuales fueron posteriormente mejorados y se decretó una investigación 
administrativa que aún se está instruyendo. Dicho hospital cuenta además con cámaras de seguridad 
en los patios, en las salas de seguridad, en las puertas de cocina y pasillos y en las puertas de entrada 
de las calles Millán y Santa Fe. Ambas situaciones implicaron el actuar conjunto de un gran número de 
personas recluidas que lograron vencer a los funcionarios vigilantes portando objetos punzantes, cortes 
carcelarios y palos. También es necesario señalar a los Legisladores que en estos casos los 9 
pacientes fugados se encontraban procesados por delitos de homicidio, lesiones y rapiñas —varias de 
ellas con agravantes—, y la mayor parte eran pacientes imputables, lo que tiene que ver con algo en lo 
que estamos trabajando, que señalaré más tarde. 


SEÑOR GARCÍA.- Discúlpeme, señora Presidenta, pero no escuché en qué lapso se produjeron esas 
fugas y qué cantidad fueron. 


SEÑORA MUÑIZ.- Nosotros dijimos que hubo dos fugas. El 22 de febrero se fugaron 9 pacientes de la 
sala 11 y el 14 de mayo otros dos pacientes se fugaron de la misma sala. Al momento no existen 
funcionarios sumariados o sancionados por estos hechos; sin embargo, sí se han aplicado sanciones a 
funcionarios cuando correspondió, en 2014. Como resultado de esta situación, además de las medidas 
que ya señalamos —la incorporación de portones eléctricos, contratación de servicio 222, revisación de 
protocolos de seguridad— es necesario decir que se aumentaron la cantidad de puestos de vigilancia, 
se brindó capacitación para ese personal, se sustituyeron cámaras de seguridad comunes por las 
antivandálicas, se colocaron portones eléctricos para el acceso, se colocó un alero en el perímetro de 
los techos enrejados del patio, se contrató un supervisor general de seguridad, tres encargados por 
turnos y más personal de vigilancia, lo que totalizó 87 funcionarios. 


En referencia al hospital Español —esto tiene que ver con alguna afirmación realizada por el 
señor Senador García—, quiero decir que no se trataba de un paciente privado de libertad, aunque se 
haya generado un hecho de violencia. Señalo esto porque si bien los hechos de violencia se generan 
fundamentalmente con esta población, no es algo exclusivo. Este incidente se produjo el 18 de 
setiembre próximo pasado en el marco de un procedimiento de constatación de lesiones de una 
persona que fue llevada al hospital por un móvil policial. El intento de fuga se produjo en ocasión de 
una valoración inicial de un recluso en un móvil policial que se encontraba estacionado en la explanada 
de la emergencia. Hallándose esposado y bajo la custodia de dos agentes intentó fugarse, fue 
capturado en el instante y rápidamente reducido. Al igual que ocurrió en otros casos, este hecho 
produjo muchas consecuencias en el clima laboral del hospital, lo que ocasionó diversos planteos de 
sus funcionarios en cuanto a la seguridad. 


En relación con el hospital Maciel, señalo que el intento de fuga se produjo el 27 de mayo del 
corriente. El paciente se encontraba recibiendo tratamiento de quimioterapia —como ya lo señaló el 
Ministro- y tenía puesto los grilletes y esposas tal como lo indica el procedimiento. Además, en 
aplicación del protocolo se encontraban presentes dos guardias policiales: uno estaba junto al recluso 
y, el otro, en la puerta de la sala. Según informara la dirección del hospital dicho paciente había 
concurrido en reiteradas oportunidades al servicio por la patología que padece sin haberse registrado 
ningún tipo de inconvenientes, lo que coadyuvó a que se generara entre el recluso y el personal una 
relación de cierta confianza. En virtud de que uno de los guardias empezó a estornudar, se le solicitó 
que saliera de la sala y su lugar fue ocupado por el guardia que cuidaba la puerta, a los efectos de 
mantener la asepsia del lugar. En ese momento, el recluso se abre las esposas con una tijera, se quita 
los grilletes y toma de rehén a la enfermera manchándola con su sangre, lo que generó la apariencia 
de que había herido a la enfermera —cosa que no ocurrió—, para emprender la salida por los pasillos del 
hospital. En ese contexto, como el funcionario policial pensó que la enfermera estaba herida, le efectuó 
un disparo con intención disuasoria según declarara posteriormente. También en este caso se realizó la 
denuncia policial y se tiene conocimiento que el Ministerio del Interior hizo una investigación 
administrativa y sumario. 


En el caso del hospital Maciel se dispuso una investigación de urgencia en los términos de los 
artículos 180 y 181 del Decreto N* 500. 


En referencia al hospital de Paysandú, este hecho aconteció el día 11 de setiembre del 
corriente al ingresar un paciente procedente del centro de rehabilitación de Paysandú -—la excárcel-, 
habiendo sido derivado por un médico de dicho centro, en virtud de hallarse con fiebre y expectoración 
hemática, para completar estudios por contacto con BK, es decir tuberculosis. Se le dio ingreso a la 
sala con medidas de contención y custodia permanente, sin perjuicio de lo cual el día 12 de setiembre 
a las 21 horas, aproximadamente, logra reducir al agente policial, se apropia de su arma y se da a la 
fuga. Finalmente es interceptado por el móvil policial, reducido —previos disparos— y llevado 
nuevamente al hospital. En el curso de dicho tiroteo el paciente recibe heridas de bala en miembro 
inferior. Destacan las autoridades del hospital —y me parece importante señalarlo- que ningún 
funcionario ni usuario fue agredido ni herido, sin perjuicio de lo cual, evidentemente, se generó una 
gran conmoción en el hospital. 


El hospital cuenta con las siguientes medidas de seguridad: cámaras en farmacia y cocina, 
registro de huella dactilar, servicio de conserjería y servicio 222. El hospital atiende en promedio un 
paciente privado de libertad por mes. Luego de producido el evento se intensificaron las coordinaciones 
entre el hospital y el servicio de policía. 


En cuanto al hospital Pasteur, el día 1% de setiembre se dieron hechos de violencia en los que 
intervino la policía, pero estos no referían a una persona privada de libertad, sino a alguien que, no 
estando privado de libertad, generó un episodio de violencia, por lo que fue reducido por la policía. 


Con respecto a otro de los aspectos que señalaba el señor Senador García, la atención de los 
pacientes privados de libertad, debo decir que no es una novedad en nuestro medio. Tenemos cierta 
experiencia y se han diseñado distintos instrumentos como los protocolos de actuación, manuales de 
procedimiento e instructivos de servicios, a efectos de controlar a los privados de libertad fuera del 
establecimiento de reclusión, así como para cuidar al resto de la población, usuarios y trabajadores de 
la salud. 


¿Cuáles son los protocolos que hoy existen? En el hospital Maciel tenemos el protocolo de 
atención a pacientes privados de libertad en emergencia y el protocolo de atención a pacientes 
privados de libertad en salas de cuidados moderados; en el hospital Pasteur, el protocolo de atención a 
pacientes privados de libertad, adoptado el 17 de junio del año 2011; en el hospital Español, el 
protocolo de seguridad para la asistencia de personas detenidas conducidas para realizar 
reconocimiento médico en el servicio de emergencia, el protocolo de asistencia a personas privadas de 
libertad en el servicio de emergencia, el protocolo de asistencia a personas privadas de libertad en el 
área de internación —es decir en el piso— y el protocolo de asistencia a pacientes privados de libertad 
en áreas de policlínica, en áreas de CTI y en block quirúrgico. En el hospital Saint Bois también existe 
un procedimiento documentado de internación de pacientes en sala penitenciaria, adoptado el 10 de 


febrero del año 2014. En el centro departamental de Canelones se dieron instructivos de servicio con 
los artículos 78 y siguientes, correspondiendo a la custodia y acto médico de la ley de procedimiento 
policial. 


Respecto al contenido, todos los protocolos tienen lineamientos en común y se pautan paso a 
paso las diversas acciones que deberá tener el equipo de salud interviniente, incluyendo las distintas 
etapas que comprenden: quién hace la solicitud de traslado, quién la acepta, el arribo y la recepción al 
servicio, la permanencia en emergencia o en sala, la visita de los familiares en los casos que 
corresponda-—, el egreso del paciente, entre otras. Es decir que existen lineamientos generales y se 
continúa trabajando en ellos con diferentes protocolos, atendiendo a las diferencias de infraestructura y 
de recursos que hay en los distintos servicios. Se capacita a los funcionarios, algo que muchas veces 
se debe reiterar. 


Con referencia a otras medidas de seguridad, sin perjuicio de estos protocolos, se ha 
intensificado la cantidad y calidad de elementos de seguridad, como ser: cámaras, blindajes en puertas 
y ventanas, alarmas, entre otros elementos. Se ha fortalecido la coordinación con el Ministerio del 
Interior, celebrando reuniones periódicas y comunicaciones frecuentes entre mandos medios del 
servicio y del Ministerio para mejorar los procedimientos. En el caso de los hospitales del interior, se 
trabaja, justamente, a nivel local. Particularmente, se ha solicitado más presencia del servicio 222 en la 
red de atención primaria metropolitana y en el hospital Maciel. 


También estamos analizando la posibilidad de aplicar dispositivos de localización — 
tobilleras— a personas privadas de libertad, a los efectos de incrementar la seguridad del proceso. De 
hecho, eso ya se está realizando en el Hospital Maciel. 


Hay otras propuestas para seguir trabajando en este sentido porque, sin lugar a dudas, es 
necesario hacerlo, para mejorar tanto la salud de los pacientes privados de libertad como la seguridad 
de nuestros funcionarios y de los usuarios que los rodean. Se proyectan las siguientes medidas: la 
primera cuestión —que es pública— es el centro asistencial penitenciario. Se ha trabajado junto al 
Ministerio del Interior en el proyecto de construcción de un hospital penitenciario en la Unidad N* 4 de 
la cárcel de Santiago Vázquez. Trajimos los planos de la obra y, según tengo entendido, hoy comenzó 
su construcción. Los fondos son aportados por una cooperación internacional. De allí se destaca el 
proyecto salud en centros privados de libertad de la Unión Europea, PNUD, OPP y OPS. La mano de 
obra es aportada por los propios privados de libertad. Por su parte, ASSE aportará los recursos 
humanos y asumirá diversos costos operativos, entre ellos, gastos de medicamentos y de 
mantenimiento y renovación de equipos. 


De esta forma, en esta futura unidad especializada pueden solucionarse buena parte de los 
problemas de salud de los reclusos. 


Si los señores Senadores me lo permiten, quisiera referirme al artículo 545 del proyecto de 
ley de Presupuesto, que establece: «Increméntase en el Inciso 29 "Administración de Servicios de 
Salud del Estado" la asignación presupuestal del Grupo O "Servicios Personales", con cargo de 
Financiación 1.1 "Rentas Generales", en $ 15.000.000 (quince millones de pesos uruguayos) para el 
Ejercicio 2016 y una partida anual de $ 50.000.000 (cincuenta millones de pesos uruguayos) a partir 
del Ejercicio 2017, para financiar la creación de cargos asistenciales y de apoyo con el fin de incorporar 
las funciones necesarias para la puesta en funcionamiento del Centro Asistencial Penitenciario. Las 
partidas asignadas incluyen aguinaldo y cargas legales». 


Por otro lado, en virtud de lo que hablamos anteriormente en cuanto a las fugas que se 
habían producido en la Sala 11 del Hospital Vilardebó y su necesaria remodelación, hemos firmado un 
convenio con el Ministerio del Interior para el servicio anexo a esa sala. ¿Qué es lo que se proyecta 
aquí? La apertura de una sala anexa del referido hospital para pacientes imputables del sexo 
masculino. No olvidemos que quienes generaron las fugas, principalmente en la sala 11, fueron 
pacientes imputables, del sexo masculino, en el piso 6 del edificio de Jefatura de Policía de 
Montevideo. 


Trajimos algunas fotos ilustrativas, pero como están en un pendrive, no podemos mostrarlas 
ahora. De todas formas, podemos hacérselas llegar a los señores Senadores. 


Para concretar la obra, el Ministerio del Interior entregará dicha planta del edificio en 
comodato donde serán alojados los pacientes y la enfermería. Se aportará vigilancia de veinticuatro 
horas, garantizando la seguridad de los funcionarios y los pacientes. También se hará cargo de los 
gastos de funcionamiento producto del proyecto. ASSE, por su parte, aportará el personal asistencial 
para mantener las prestaciones previstas en la sala 11 del Hospital Vilardebó, así como el personal de 
limpieza, el equipamiento médico y la medicación necesaria. 


No sé si fui lo suficientemente clara. La idea es hacer una mudanza transitoria de los 
pacientes imputables de sexo masculino que hoy están en la sala 11, para así poder remodelarla. 


Por otro lado, también hemos trabajado con la OPS en el Programa de apoyo a la reforma 
del sistema de justicia penal y a la mejora de las condiciones de vida y reinserción socioeconómica de 
las personas privadas de libertad. Esto forma parte del proyecto inicial y da lugar, justamente, a uno de 
los componentes al centro asistencial penitenciario. Según ese proyecto, se elaboraron nuevos 
protocolos en atención de tuberculosis, HIV, ingreso al sistema penitenciario y enfermedades crónicas 
no transmisibles en los centros de internación de personas privadas de libertad. Dichos protocolos 
fueron elaborados por equipos interdisciplinarios, con expertos de diversas instituciones y, sin duda, 
serán de gran colaboración para seguir mejorando los procesos asistenciales y de seguridad. 


Por otro lado, como decíamos, existen otras complejidades que no tienen que ver 
necesariamente con las personas privadas de libertad. 


Me parece importante señalar que el día 2 de octubre se estuvo trabajando en una reunión en 
la que participaron el director general de Secretaría del Ministerio del Interior, doctor Charles Carrera; y 
por ASSE, la directora del Hospital Pasteur, una adjunta a la Gerencia General y un adjunto a la 
Dirección de la Región Sur. 


En dicha instancia se valoraron algunos aspectos vinculados a la atención de personas 
detenidas —la constatación de lesiones, en particular— y personas privadas de libertad en los servicios 
asistenciales de ASSE. 


En relación con la constatación de lesiones, se acordó realizar la coordinación a través de la 
cabina coordinadora del 105, tratando de reducir el acceso espontáneo a los servicios de ASSE. Esto 
permitiría no superponer la asistencia de estos casos en servicios de emergencia u otros servicios 
asistenciales con otras situaciones similares o de mayor complejidad —por ejemplo: la asistencia de 
pacientes privados de libertad o pacientes psiquiátricos descompensados-—, que alteran en gran medida 
el normal funcionamiento de dicho servicio. En ese mismo sentido se buscará, en los casos de 
constatación de lesiones, que no se realicen en los servicios de emergencia de los principales 
hospitales de agudos de Montevideo y sí en los servicios de emergencia del primer nivel de atención, 
de acuerdo a la zona y previa coordinación. 


Respecto a la asistencia de personas privadas de libertad, desde el Ministerio del Interior se 
plantea reforzar las medidas de seguridad que ya se están implementando —y que ya señaló, además, 
el señor Ministro del Interior— en los dos principales hospitales de agudos de adultos de Montevideo, 
tratando luego de que se generalicen a otros. En ese sentido, se destaca la colocación de tobilleras en 
los pacientes privados de libertad —esto ya se está realizando en el Hospital Maciel- y, a nivel 
perimetral, reforzar la seguridad a través de un aumento de los recursos humanos destinados a ese fin, 
así como la colocación de más cámaras de vigilancia. 


También se acordó trabajar en la asistencia a pacientes víctimas de violencia de género, a 
través de un protocolo de atención junto con la referente de esta área del Ministerio del Interior. Se 
establece también la necesidad de que el personal que custodia a cualquier detenido o privado de 
libertad sea del mismo sexo en al menos uno de los guardias, lo que facilita la asistencia de estos 
pacientes, fundamentalmente en el caso de las mujeres en trabajo de parto. 


Para terminar, agradezco nuevamente la oportunidad de poder entablar este diálogo con los 
señores Legisladores respecto de una situación que realmente nos preocupa a todos y nos ha ocupado 
también. En este ámbito debemos cotejar, sin lugar a dudas, este delicado equilibrio entre varios 
derechos en pugna: por un lado, el derecho a la salud de la población, de las personas privadas de 
libertad y, por otro, la seguridad de nuestros trabajadores y de los usuarios que están en cada uno de 
los servicios asistenciales. Desde ASSE seguiremos trabajando para contemplar estas situaciones y 
fortalecer tanto la atención en salud de los privados de libertad como la necesaria seguridad. 


Estas son algunas de las medidas proyectadas sobre las que venimos trabajando, pero 
existen más, y seguramente los señores Legisladores tengan otras para sugerirnos, así como también 
algunas estrategias más para avanzar en esta materia. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero agregar que en el centro asistencial penitenciario también se construye 
una sala para imputables con problemas psíquicos. 


Además, quiero reiterar que en la relación de traslados, internaciones y fugas, no estaban 
incluidas las que se produjeron en el Hospital Vilardebó, porque los reclusos no estaban con custodia 
policial. 


Por último, me parece importante señalar que a todos los policías que intervinieron como 
custodias en estas fugas se les realizó un sumario por incumplimiento de los protocolos y descuido de 
las obligaciones inherentes al cargo. 


SEÑOR GARCÍA.- Quisiera hacer una pregunta breve, que ya fue formulada y quizás promueva 
alguna reflexión por parte de los equipos. Había realizado dos preguntas que quedaron pendientes. 
Una se refería al tema de la coordinación entre las dos instituciones en el momento de efectuar el 
traslado, en virtud de que uno de los episodios se dio porque la persona estuvo mucho tiempo en un 
centro hospitalario. Si se sabe que la tomografía se va a realizar a las diez de la mañana, no se tiene 
que estar, por ejemplo, tres horas antes. 


Lo otro que quería saber es si a partir de la cantidad de episodios que se sucedieron en los 
últimos meses, el Ministerio del Interior estableció algunos cambios porque, como decíamos al 
comienzo, aparte de las fallas humanas, pudieron haber existido fallas de procedimiento. Por tanto, 
quisiera saber si se modificó algo. 


SEÑOR MINISTRO.- Entiendo que la primera pregunta se refiere a la coordinación en relación al hecho 
que se produjo en el Hospital Español. 


SEÑOR GARCÍA.- En general. 
SEÑOR MINISTRO..- Me refiero a la demora. 
SEÑOR GARCÍA.- En general, es un tema que preocupa. 


SEÑOR MINISTRO..- Preguntaba si la consulta se debía a lo ocurrido en el Hospital Español porque allí 
se dio una situación no prevista. Cuando la situación está prevista se establece una coordinación a los 
efectos de disminuir los tiempos. El hecho ocurrido en el Hospital Español se dio con una persona que 
no estaba privada de libertad, sino con una persona que en el proceso de la detención fue trasladada y, 
entonces, no había nada previsto. Evidentemente se puede trabajar mejor en ese sentido, pero se trató 
de una situación no prevista. 


SEÑOR GARCÍA.- La persona estaba privada de libertad, no era un recluso. 


SEÑOR MINISTRO.- El término «persona privada de libertad» lo utilizamos para una persona que ha 
sido procesada y está internada en un centro de rehabilitación. Además, ponemos el acento en eso 


para que no se le diga «pichi» y se la trate como a una persona privada de libertad. La rehabilitación 
empieza por el respeto como persona, a pesar de que esta gente hace cosas que dificultan que se les 
dé ese tratamiento. De todos modos, ponemos el acento en ello. Es cierto, la persona estaba detenida, 
privada de libertad, pero no se encontraba internada en un centro de rehabilitación. 


Para responder la segunda pregunta le voy a dar la palabra al inspector Mendoza. 


SEÑOR MENDOZA.- Respecto de la coordinación que se hace con cada centro asistencial para una 
persona privada de libertad —los centros más grandes son las unidades 3 y 4 en la localidad de 
Libertad y Santiago Vázquez- quien designa el hospital es el coordinador de ASSE en la unidad. 
Cuando una persona privada de libertad es trasladada a un hospital, el centro ya lo sabe porque ASSE 
lo coordinó, de modo que se la está esperando. 


Como decía el señor Ministro, en el caso ocurrido se trató de una falla humana porque el 
personal se apartó de los protocolos, que no fueron cumplidos. En el caso del Hospital de Clínicas — 
un centro universitario que la Presidenta de ASSE no mencionó— hubo un policía herido que ya se 
encuentra fuera de peligro y está por ser dado de alta. Reitero que en ese caso no se cumplió el 
protocolo, entonces, lo que nosotros hicimos fue ajustar más la recorrida y seleccionar el personal. 
Ahora se lo está volviendo a instruir porque la situación se dio debido a un descuido del personal. A 
veces, se entra en confianza, entonces tenemos que reinstruir al personal y aplicar sanciones. En 
otros casos se han aplicados sanciones y, en este, todos los policías están sumariados, siguiéndose 
con el debido proceso. Está bien clarito lo que se debe hacer, el tema es que se descuidaron. En el 
caso del hospital de Clínicas estaban esposados y con grilletes. Le sacaron las esposas para que 
hiciera el bolso para irse y no se las volvieron a poner. Reitero que se descuidaron. 


Para estos casos también estamos implementando otros medios. Coordiné con el director 
nacional de Policía, inspector principal retirado Julio Guarteche, porque el Ministerio del Interior compró 
unas cananas para pistolas glock que tienen un dispositivo que impide que cualquier persona la pueda 
sacar y se está instruyendo al personal para que, hablando vulgarmente, «no se la puedan manotear», 
como pasó en este caso. El Ministerio invirtió en estas medidas y nosotros estamos preparando a la 
gente para cambiar los revólveres por pistolas, con ese tipo de canana que va a dificultar que le 
arrebaten el arma. Se están tomando las medidas pertinentes y se está seleccionado el personal que 
las va a usar. Esta ha sido una falla humana y nosotros como superiores tenemos la obligación de 
subsanarla con la reglamentación que tenemos. 


SEÑOR BESOZZI.- Se hablaba de dotar al personal de mejores condiciones y la Presidenta de ASSE 
dijo al pasar en un momento que habían cortado con la tijera las esposas. Y me quedé pensando: ¿de 
qué son? Ahora entiendo, porque me dicen que las abrieron. 


SEÑOR MENDOZA.- Quiero agregar, entre las medidas que se van a estar instrumentando 
próximamente —como decía el señor Ministro—, otro círculo de seguridad, que es la electrónica. 
Entonces, en caso de que falle el factor humano están las tobilleras, como las que hoy se están 
utilizando para la prisión domiciliaria, porque si mañana esa persona se aleja del lugar o se quiere 
cortar la pulsera para fugarse, inmediatamente va a sonar una alarma en el 911 y el Centro de 
Comando Unificado va a aplicar el botón de pánico. De aquí en más no solo se va a depender del 
factor humano, sino que además se le van a agregar los dispositivos electrónicos para que estas cosas 
no pasen más. 


SEÑORA MUÑIZ.- Voy a solicitar que la Gerenta General de Asse, doctora Marlene Sica, haga algunas 
aclaraciones. 


SEÑORA SICA.- Desde el punto de vista técnico quiero señalar dos o tres aspectos y complementar, 
de alguna manera, lo que han dicho tanto el señor Ministro, como el inspector Mendoza con respecto a 
la coordinación, asunto al que también hizo referencia el señor Senador García. Uno de los aspectos 
importantes es la coordinación en aquel paciente que puede referir en forma espontánea la 
constatación de lesiones, específicamente. Después están aquellos otros pacientes vinculados a la 
asistencia, ya cuando están privados de libertad en algún centro de reclusión. ¿Por qué señalo esta 


separación o este artilugio? Porque son situaciones que pueden preverse, pero la coordinación y la 
asistencia establecida tienen dos tiempos diferentes. En un caso la necesidad de atención médica es 
prácticamente inmediata para la constatación de lesiones —cuando la persona privada de libertad lo 
manifiesta específicamente— y, en otro, si el estado de salud del paciente lo permite se podría 
determinar la coordinación y la derivación a los centros hospitalarios, sin importar de qué nivel sean. En 
ese contexto —como muy bien señaló la doctora Muñiz— se está trabajando junto con el Ministerio del 
Interior en los lineamientos a seguir —actualmente no existen protocolos— con relación a la coordinación 
a través de la mesa central del SAME 105, a efectos de prever la llegada a los distintos centros de 
menor complejidad, para la constatación de lesiones. De esa forma se evitarían las consultas a los 
grandes hospitales de Montevideo —salvo cuando la situación del paciente así lo requiera— y las 
complicaciones mencionadas por el señor Senador García. 


Asimismo, se deben destacar los aspectos que tanto el Ministro como la Presidenta de ASSE 
vinculaban a la coordinación en la georreferenciación de dos principales centros hospitalarios de la 
región sur en cuanto a la derivación para la asistencia de los pacientes privados de libertad. Hay un 
aspecto que no fue mencionado hasta ahora pero que figura en el proyecto asistencial y que tiene que 
ver con uno de los aspectos del centro asistencial penitenciario vinculado a los sectores de internación. 
Existe un área ambulatoria desarrollada y planificada para la coordinación y valoración, no solo 
preoperatoria, sino también para subsanar las consultas médico quirúrgicas de mediana complejidad 
en pacientes que no requieran un área de asistencia de urgencia y emergencia. 


Estamos a las órdenes como institución para brindar —si se requiere— información más 
detallada desde el punto de vista técnico en cuanto al contenido de lo que albergará el centro 
asistencial penitenciario, ya que no solo está destinado a un área de internación médico quirúrgico para 
hombres adultos imputables de mediana y baja complejidad, sino también al desarrollo de un área 
ambulatoria para disminuir el trasiego de pacientes a lo largo y ancho de la región sur o área 
metropolitana. 


Simplemente quería hacer estas aclaraciones y quedo a las órdenes por cualquier consulta 
que los señores Senadores deseen formular. 


SEÑOR AGAZZI.- Si bien recibimos información detallada sobre situaciones puntuales y sobre cómo 
está organizado el trabajo, me gustaría saber, en primer lugar, si se cuenta con un sistema de 
información para seguir esos temas y saber si estamos mejorando o empeorando, porque los hechos 
que aquí se relataron sucedieron en el año 2015. 


En las grandes instituciones, en las que muchas veces cambian los responsables, existe la 
duda de saber si podemos aprender de nosotros mismos. Aquí se están evaluando cosas, diciendo lo 
que se hará en base a la práctica que se tiene, pero eso debe tener una continuidad histórica. Desde el 
punto de vista de los aspectos de seguridad que se han mencionado, ¿estamos mejor o peor que 
antes? ¿Los invitados tienen una visión histórica —aunque sea conceptual- del desarrollo de todo esto? 


En segundo lugar, quiero preguntar acerca de los aspectos sanitarios. Supongo que una 
persona privada de libertad concurre a un centro hospitalario cuando un médico dice que debe ir. ¿Qué 
visión tenemos sobre el desarrollo de la salud de los privados de libertad? Porque la salud no consiste 
solo en la concurrencia de la persona al centro hospitalario cuando debe realizarse un análisis, sino en 
hacer un seguimiento, porque la salud es un derecho. Debemos ver, entonces, cómo los privados de 
libertad tienen acceso a las herramientas sanitarias. ¿Vamos mejorando en ese sentido? 


Actualmente, se está organizando el Instituto Nacional de Rehabilitación, solo falta migrar 
una cárcel, pero el tema no radica solo en los edificios, sino que luego está lo relativo a la estructura 
organizacional, a la cultura de la organización y a los procedimientos de las organizaciones. Quizás mi 
pregunta sea un poco global pero es cualitativa. Me gustaría saber la opinión de los invitados al 
respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero decir dos cosas. Con relación a la segunda pregunta, cuando nosotros 
empezamos a trabajar sobre el sistema penitenciario y a construir lo que es el INR, uno de los 


problemas con que nos encontramos fue, justamente, el de la atención médica a las personas privadas 
de libertad, y para nosotros no era bueno el sistema. Entonces, hicimos dos cosas: a todos los médicos 
penitenciarios los pasamos al Hospital Policial y empezamos a producir la atención médica desde el 
Hospital Policial con otro tipo de control y, a la vez, acordamos con ASSE la atención médica por parte 
de esta, en cuyo origen apuntaba a que se hiciera cargo de la atención en todo el país, pero el 
presupuesto no dio para eso. Se avanzó muchísimo y la doctora Muñiz explicitó hace un rato qué 
lugares de internación, qué cárceles estaban atendidas por ASSE. Considero que mejoró muchísimo la 
atención por ese doble camino, y hoy tenemos un sistema que tiene dos puntas: la atención que se 
produce desde la institución policial, el Hospital Policial, y la que se produce desde ASSE, y tendremos 
que ingresar en algún momento en un proceso de búsqueda, de alguna cuestión en común, pero eso 
será para más adelante. Ahora nosotros entendemos que mejoró la situación. 


Y con relación a la primera pregunta debo decir que no tiene una respuesta simple, porque si 
comparamos el año anterior y el otro con el actual, observamos que en este último hubo más fugas que 
en el anterior y que en el otro año. Pero si vamos más hacia atrás, vemos que tuvimos una mejora 
general en los dos años anteriores, y aun en este, que empeoró un poco con respecto a los dos 
últimos. Nosotros pensamos que la tendencia es a una situación mejor, que no la perjudica un año. La 
tendencia es a la mejora y creemos que con las medidas que se han planteado acá, coordinadas con 
ASSE, y las que nos corresponde tomar a nosotros como Ministerio del Interior, vamos a mejorar 
mucho más todavía. Además, la comparación de años tiene que ver con la cantidad de traslados e 
internaciones. Digo que empeoró en cuanto a que hubo más fugas, pero no tengo la información en 
cuanto a la comparación con los traslados e internaciones. 


SEÑOR MENDOZA.- Hay que ver de dónde partimos, porque si decimos que tenemos siete, también 
hay que ver que hoy estamos hablando del Instituto Nacional de Rehabilitación, al que solamente le 
falta pasar una cárcel, que es la de Florida. Las otras cifras, de años anteriores, eran de cárceles 
departamentales —o sea que hacían referencia solamente a la zona metropolitana—, que eran las de 
Libertad y el Comcar, pero ahora estamos hablando de siete a nivel del INR, y ahí se agrega una de 
Rocha, otra de Maldonado y otra de Paysandú. Es decir que en nuestra zona son cuatro. En el año 
2011 había ocho solo en el área metropolitana. Entonces, es difícil comparar porque ahora estamos 
hablando del INR, que abarca a todo el Uruguay; en cambio, cuando era la Dirección Nacional de 
Cárceles, Penitenciarías y Centros de Recuperación, se manejaban solo las cárceles de Montevideo y 
de Libertad. Hoy el número está dado dentro del contexto nacional y además tenemos que hacer la 
custodia a todos. 


Por otro lado, hay que destacar la mejora de ASSE. Como dijo el señor Ministro, antes 
estaba el servicio penitenciario policial, que era muy limitado. Actualmente, estamos hablando de casi 
7.500 traslados en lo que va del año. ASSE está funcionando muy bien. Una persona que tenga un 
problema equis se la manda al especialista. Eso significa un traslado. O sea, los traslados que se 
hacen hoy, no se efectuaban antes. Tanto Libertad como Comcar tienen un centro asistencial muy 
bueno. Hay que tomar en cuenta que Comcar tiene a la tercera parte de la población carcelaria del 
Uruguay; estamos hablando de 3.300 personas, mientras que Libertad tiene 1.300. Como decía, esos 
establecimientos cuentan con un centro asistencial muy importante, con médico y enfermeros durante 
las 24 horas. Allí se atiende a las personas; cuando tienen un problema, se las lleva, incluso en caso 
de emergencias odontológicas. Quiere decir que ahora se hacen traslados que antes no se realizaban. 
Por lo tanto, los traslados eran mínimos. Nos dice el personal penitenciario más antiguo que ahora no 
da abasto con los traslados; antes no había tantos porque no se le daba importancia a la salud. Hoy se 
le da, lo que implica llevar a los reclusos para ser atendidos. Es decir, el riesgo de dar mucha 
importancia a la salud es que los reclusos puedan escaparse durante el traslado. Ahora, además, se 
los lleva inmediatamente. Esto se puede pensar así: a más salidas, hay más posibilidades de que se 
den fugas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la visita de las autoridades del Ministerio del Interior y de 
ASSE, así como de sus asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 19:52). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


